Procedimiento de Reconocimiento de la Condición de Refugiado en Chile: bella declaración de principios y una cruda realidad

Chile fue uno de los Estados que suscribió la Convención de Refugiados de 1951 y en el afán de situarse a la vanguardia sobre este tema en la región, publica en el año 2010 la Ley N°20.430 que establece disposiciones sobre la protección de refugiados. Entre ellas podemos encontrar una serie de principios que rigen el procedimiento para  reconocimiento de la condición de refugiados; principios que de interpretarse armónicamente con los de la Ley N°19.880, nos presentan un procedimiento que está al nivel de los estándares internacionales.
No obstante, la ejecución de este proceso, deja en evidencia una serie de falencias de las cuales me haré cargo brevemente, en primer lugar tenemos la existencia de una entrevista de admisibilidad no contemplada en la ley previa y necesaria para ingresar al procedimiento de asilo, y la entrega de citas para dicha entrevista de admisibilidad con un importante tiempo de espera. A partir de ambas podemos inferir otro problema y este es: el desconocimiento de la Ley de Refugio por parte de los funcionarios públicos que controlan las solicitudes de ingreso al procedimiento.
Estas falencias son graves, ya que el motivo por el cual el Legislador fijó estos principios fue para que el procedimiento se llevara a cabo con la celeridad que se requiere y el Estado pueda brindar sin contratiempos seguridad y protección a quien llegó a sus fronteras solicitándolo. Sin embargo, como constata la cruda realidad, los funcionarios públicos realizan estas breves entrevistas previas a ingresar alguna solicitud y al no contar con la debida preparación, el Estado de Chile deja a estos migrantes, que están en especial grado de vulnerabilidad, al actuar discrecional de personal indebidamente capacitado.
Por otro lado, tenemos el resultado que arrojó una investigación sobre Refugiades LGBTIQ+ en Chile, en donde se critica a la resolución que reconoce la condición de refugiade, ya que  no es lo suficientemente detallada para determinar si el Estado otorga protección porque reconoce a la comunidad LGBTIQ+ como un grupo particular o porque los motivos individuales del solicitante fueron los que lo inclinaron a otorgar protección. Además en caso de rechazar la solicitud, esta se hace también mediante una respuesta tipo que no permite al solicitante robustecer sus puntos débiles en una eventual apelación.
En virtud de lo señalado, es menester que el Estado chileno dedique tiempo y recursos para solucionar estas falencias a la brevedad posible y de esta forma asegurarse que su Procedimiento sea igual de primoroso en la realidad como en la Ley. Puede empezar por permitir dejar entrar al procedimiento sin mayores requisitos que los que señala la Ley a quienes lo soliciten, teniendo presente la vulnerabilidad y estigma con el que carga la persona que solicita refugio.
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